
 
 

 
 

 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

JUZGADO ONCE 11 LABORAL DEL CIRCUITO 

Carrera 7 Nro. 12 C-23 Piso 20 Edificio Nemqueteba  

 

Bogotá D.C. catorce (14) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

PROCESO : ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE : CARLOS MANUEL DIAZ NUÑEZ 

ACCIONADOS : EPS NUEVA EPS Y OTRO 

RADICACIÓN : 11001 31 05 011 2022 00062 00 

 

En ejercicio del derecho consagrado en el Artículo 86 de la 

Constitución Política, el señor CARLOS MANUEL DIAZ NUÑEZ 

identificado con C.C. 1.117.885.145 obrando en nombre propio, 

instauró Acción de Tutela en contra de la NUEVA EPS y MEDICINA 

INTEGRAL S.A., por considerar que existen elementos suficientes 

para concretar la violación sobre sus derechos fundamentales de 

VIDA y SALUD. 

 

ANTECEDENTES 

Pretende el actor que en un término no mayor a 48 horas, los 

accionados activen los servicios médicos en la ciudad de Montería 

(Córdoba) a su favor y de su esposa ORIANA MARIA SANCHEZ 

OSPINA. 

 

TRAMITE 

Se admitió la presente acción de tutela mediante providencia del 06 

de febrero de 2023 y se libró comunicación a la entidad accionada con 

el propósito de que, a través de su representante legal, director o por 

quién haga sus veces se pronunciaran en el término improrrogable de 

DOS (2) DÍAS sobre los hechos y pretensiones de la presente acción 

constitucional. 

ACTUACION PROCESAL 

 



RESPUESTA NUEVA EPS 

Al respecto la accionada, a través de apoderado judicial, indicó que 

verificado el sistema integral de NUEVA EPS, se evidencia que el 

accionante se encuentra activo para recibir la asegurabilidad y 

pertinencia en el SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD EN 

EL REGIMEN CONTRIBUTIVO desde el 01 de enero de 2020, así 

mismo precisa que NUEVA EPS en ningún momento se ha negado a 

suministrar medicamentos, procedimientos y/o servicios PBS y NO 

PBS siempre y cuando los mismos sean tramitados por MIPRES, por 

lo tanto, no existe incumplimiento  por parte de NUEVA EPS, por lo 

que solicita se deniegue por improcedente la presente acción de tutela 

por no acreditarse la concurrencia de las exigencias previstas por la 

Corte Constitucional para inaplicar las normas que racionalizan la 

cobertura del servicio, así como respecto a la programación de los 

procedimientos y entrega de insumos médicos.  

 

De otro lado, notificada la sociedad MEDICINA INTEGRAL S.A., 

mediante comunicación remitida el 06 de febrero de 2023, vía correo 

electrónico informado por el accionante, a la fecha no aportó escrito 

de contestación de la acción constitucional.  

 

Por todo lo anterior y no observándose causal de nulidad que invalide 

lo actuado se procede a resolver el presente asunto previas las 

siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

La acción de tutela constituye un mecanismo constitucional 

encaminado a la protección inmediata y directa de los derechos 

constitucionales de las personas, cuando estos resulten vulnerados o 

amenazados con la acción u omisión de una autoridad pública o de 

particulares en los casos legalmente señalados, mecanismo expresado 

en el Artículo 86 de la Constitución: 

 

"Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en 
todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, 
por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 
sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 
autoridad pública”. 

 



Sobre el particular la Honorable Corte Constitucional en Sentencia T-

1089 de 2001, doctrina pacífica y reiterada que se ha mantenido 

hasta la fecha, se refirió en los siguientes términos: 

 
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la 
efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, 
porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como 
los derechos a la información, a la participación política y a la libertad 
de expresión. “b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la 
resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la 
posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva 
para sí el sentido de lo decidido. “c) La respuesta debe cumplir con 
estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, 
precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en 
conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se 
incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de 
petición. “d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo 
solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. “e) 
Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, 
a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las 
organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. “f) La Corte ha 
considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el 
particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de 
autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra 
la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un 
medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede 
protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra 
particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho 
fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. “g) En 
relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que 
tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por 
regla 3 general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso 
Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, 
antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la 
imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el 
particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se 
realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 
del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el 
grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la 
Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de 
instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso 
de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas siguientes. “h) La figura del silencio 
administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 
oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio 
administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el 
derecho de petición. “i) El derecho de petición también es aplicable en la 
vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho 
consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-
457 de 1994.” 

 

En tal entendido la acción constitucional se encamina a proteger los 

derechos fundamentales, inherentes al individuo, tiene el carácter de 

subsidiaria y excepcional, ello quiere decir que solo podrá ser ejercida 

cuando no se cuenta con otro medio de defensa, o sea necesario 

amparar el derecho de forma temporal para evitar que se produzca un 

perjuicio irremediable, el cual debe ser acreditado dentro de la acción 

respectiva.  



 

Así las cosas, en el caso de autos, se alude una violación directa a los 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE SALUD y VIDA, frente a los 

cuales se procede a efectuar las siguientes consideraciones:  

 

El derecho a la salud, se encuentra contemplado en el artículo 49 de 

la Constitución Política de Colombia con una doble connotación de 

derecho constitucional y de servicio público esencial; haciendo parte 

de los derechos sociales, económicos y culturales, cuya protección, 

por vía de tutela, dependía de su conexidad con alguno de los 

derechos fundamentales. 

 

Sin embargo mediante desarrollo jurisprudencial la Corte 

Constitucional desde el año 2008 consideró este derecho, como un 

derecho autónomo, de carácter fundamental, estableciendo en 

sentencia T 760 de 2008 que: 

 

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela 

el derecho a la salud “en conexidad con el derecho a la vida y a la 
integridad personal” para pasar a proteger el derecho “fundamental 
autónomo a la salud. Para la jurisprudencia constitucional “(...) no 
brindar los medicamentos previstos en cualquiera de los planes 
obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías 
amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho 

fundamental a la salud.” 
 

Es por esto que la Ley Estatutaria 1751 de 2015 elevó a rango de 

derecho fundamental el derecho a la salud, estableciendo los 

elementos y principios que lo componen y que han de servir de guía 

para su aplicación. 

“ARTÍCULO 2o. NATURALEZA Y CONTENIDO DEL DERECHO 

FUNDAMENTAL A LA SALUD. El derecho fundamental a la salud es 

autónomo e irrenunciable en lo individual y en lo colectivo. 

 

Comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz 

y con calidad para la preservación, el mejoramiento y la promoción de la 

salud. El Estado adoptará políticas para asegurar la igualdad de trato y 

oportunidades en el acceso a las actividades de promoción, prevención, 

diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las 

personas. De conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política, su 

prestación como servicio público esencial obligatorio, se ejecuta bajo la 

indelegable dirección, supervisión, organización, regulación, coordinación 

y control del Estado.” 

 



Así mismo la citada ley estatutaria estableció en su Artículo 8 como 

principio rector del derecho a la salud, la integralidad, estipulando 

que: 

 

“ARTÍCULO 8o. LA INTEGRALIDAD. Los servicios y tecnologías de salud 

deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o 

curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o 

condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación 

definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la 

prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del 

usuario. 

 

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o 

tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este 

comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico 

respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.” 

 

Es por lo anterior, que las entidades que conforman el sistema 

general de seguridad social en salud, están llamadas a suministrar 

todos aquellos tratamientos, medicamentos y procedimientos médicos 

con el objeto de que el paciente se recupere plenamente de la 

enfermedad que padece sin que pueda existir limitación alguna, como 

lo es que los servicios se encuentren incluidos o no en el plan de 

beneficios en salud. 

 

Sin embargo, si bien es cierto que este principio aplica de manera 

general para toda la ciudadanía, no puede obviarse que en algunos 

casos se ha reconocido de manera preponderante la aplicación del 

principio de integralidad, tal es el caso de las enfermedades que 

requieren un tratamiento continuo y permanente, así como cuando se 

trate de una persona de especial protección constitucional, como los 

adultos mayores. 

 

Ha precisado la Corte Constitucional en Sentencia T-014 del 2017: 

 

“En virtud de ello, esta Corte ha estimado que el derecho a la salud de 

estos sujetos, es un derecho fundamental que reviste mayor importancia 

por el simple hecho de tratarse de personas de la tercera edad, como 

consecuencia de la situación de indefensión en que se encuentran. 

A propósito, esta Corporación ha señalado que “es innegable que las 

personas de la tercera edad tienen derecho a una protección reforzada en 

salud, en atención a su condición de debilidad manifiesta y por el hecho 

de ostentar -desde el punto de vista constitucional- el rol de sujeto 

privilegiado. Por lo tanto, y a efectos de materializar a su favor los 

mandatos del Estado Social de Derecho, es necesario que se les garantice 



la prestación continua, permanente y eficiente de los servicios en salud 

que requieran” 

 

Respecto al suministro de medicamentos la Ley 1751 de 2015 en su 

artículo 15 preceptuó: 

 

“El Sistema garantizará el derecho fundamental a la salud a través de la 
prestación de servicios y tecnologías, estructurados sobre una concepción 
integral de la salud, que incluya su promoción, la prevención, la 
paliación, la atención de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas.  
 
En todo caso, los recursos públicos asignados a la salud no podrán 
destinarse a financiar servicios y tecnologías en los que se advierta 
alguno de los siguientes criterios: 
 
a) Que tengan como finalidad principal un propósito cosmético o suntuario 
no relacionado con la recuperación o mantenimiento de la capacidad 
funcional o vital de las personas; 
b) Que no exista evidencia científica sobre su seguridad y eficacia clínica; 
c) Que no exista evidencia científica sobre su efectividad clínica; 
d) Que su uso no haya sido autorizado por la autoridad competente; 
e) Que se encuentren en fase de experimentación; 
f) Que tengan que ser prestados en el exterior. 
Los servicios o tecnologías que cumplan con esos criterios serán 
explícitamente excluidos por el Ministerio de Salud y Protección Social o la 
autoridad competente que determine la ley ordinaria, previo un 
procedimiento técnico-científico, de carácter público, colectivo, 
participativo y transparente. (…)” 

 

Por todo lo anterior, la totalidad de los servicios de salud se 

encuentran cubiertos por el plan de beneficios, salvo que exista 

exclusión de los mismos, de conformidad con el referido artículo, así 

lo estipuló en sentencia T-01 de 2018, la Corte Constitucional:  

 

“Se tiene entonces que todas las prestaciones en salud están cubiertas 
por el nuevo Plan de Beneficios en Salud, salvo los que expresamente 
estén excluidos; o que no cumplan con los criterios citados en la referida 
norma. En cumplimiento del parágrafo 1° del citado artículo, el Ministerio 
de Salud y Protección Social ha expedido la Resolución 5269 de 2017, 
que derogó la Resolución 6408 de 2016. 
3.5. De esta manera, uno de los cambios introducidos fue la eliminación 
del Plan Obligatorio de Salud establecido inicialmente en la Resolución 
5261 de 1994 (también conocido como MAPIPOS), por el nuevo Plan de 
Beneficios en Salud adoptado por la Resolución 5269 de 2017 expedida 
por el Ministerio de Salud y Protección Social, cuyo artículo 2° define como 
el conjunto de servicios y tecnologías, estructurados sobre una concepción 
integral, que incluye actividades de promoción, prevención, diagnóstico, 
tratamiento, rehabilitación y paliación de las enfermedades; actividades 
que son financiadas con los recursos provenientes del valor per cápita 
(Unidad de Pago por Capitación – UPC) que reconoce el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud a las entidades promotoras de salud (EPS) 
por cada persona afiliada. 
Entonces, bajo el nuevo régimen de la Ley Estatutaria en Salud, se 
desprende que el sistema de salud garantiza el acceso a todos los 
medicamentos, servicios, procedimientos y tecnologías cubiertas por el 
Plan de Beneficios en Salud, salvo los que expresamente estén excluidos, 
de conformidad con lo dictado en el artículo 15 de la Ley Estatutaria en 
Salud.” 

 



Esa así que la principal reforma al sistema de salud lo constituyó la 

eliminación del llamado Plan Obligatorio de Salud, propendiendo 

porque todos los servicios médicos sean garantizados a los usuarios 

con independencia del régimen al que pertenezcan. 

 

Al respecto, se tiene que la entidad accionada en ejercicio del derecho 

de contradicción y defensa informa que una vez validado el sistema 

integral de NUEVA EPS, se evidencia que el accionante y su grupo 

familiar se encuentra en estado activo para recibir la asegurabilidad, 

y pertinencia en el sistema general de seguridad social en salud en el 

régimen contributivo.  

 

Así las cosas, y como se encuentra acreditado en el plenario, se 

evidencia que cesó la presunta vulneración de los derechos 

fundamentales deprecados, en los términos señalados por el 

accionante, es decir, que en la actualidad se encuentra activo para 

recibir la atención y la prestación del servicio a la salud, sobre el cual 

el accionante fincó principalmente su acción de tutela, razón por la 

cual, se torna innecesario otorgar el amparo requerido. 

 

Por todo lo anterior, se torna inoficioso otorgar el amparo requerido 

por la presunta vulneración del derecho fundamental de salud, por 

hecho superado. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO ONCE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTA D. C., administrando justicia en nombre del 

pueblo y por mandato de la Constitución, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR la acción de tutela instaurada por el señor 

CARLOS MANUEL DIAZ NUÑEZ identificado con C.C. No 

1.117.885.145 contra EPS NUEVA EPS Y MEDICINA INTEGRAL 

S.A., de conformidad con las razones expuestas en la parte 

considerativa del presente proveído. 

 



SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes, por el medio 

más expedito y eficaz. 

 

TERCERO: REMITIR la actuación a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser impugnada oportunamente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

HAROLD ANDRÉS DAVID LOAIZA 

Juez 

DASV  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO ONCE LABORAL DEL CIRCUITO BOGOTÁ 
Hoy 15 de febrero de 2023 

 
Se notifica el auto anterior por anotación en el Estado Electrónico No. 24 dispuesto en 

el Micrositio por el Consejo Superior de la Judicatura en la página de la Rama Judicial 
para este Despacho. 

LUIS FELIPE CUBILLOS ARIAS  

Secretario 
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